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sin necesidad de requerimiento judicial previo, le ofrecía
el art. 129.1 de la ley de la Jurisdicción Contencioso-Ad­
mi,histrativa al serie notificado el escrito conteniendo la
alegación. Y aún más tarde, en el trámite de conclusiones,
del arto 78.1 de la propia Ley. Sin embargo, no aportó
ante el órgano judicial en ninguno de dichos momentos
procesale~ los documentos con los cuales podía haberse
entendido subsanado el defecto de personalidad y legi­
timación advertido, es decir, no hizo lo necesario para
agotar las posibilidades de defensa y protección de sus
derechos e intereses. Ello excluye, en definitiv~, que
podamos admitir que la Sentencia del órgano judicial
haya vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva,
tal como se manifiesta en reiterada' doctrina de este .,
Tribunal, según la cua' no e~iste lesión de aquel derecho
cuando la situación alegada es debida a la pasividad,
desinterés; negligencia, error técnico o impericia de las
partes o de los profesionales que las representan o
defienden (SSTC 112/1993, 364/1993, 158/1994 y
262/1994).' -

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTtTUCIÓN
DE' LA NACiÓN ESPAÑOLA. .

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficiál del
Estado» -

, Dada en Madrid, a seis de noviembre de mil nove­
cientos noventa y cinco.-José Gabé\ldón López.~Fernan­
do,Garcra-Mon yGonzález~Regueral.-Rafaelde Mendi­
zábal' Allende.-JulioDiego González Campos.-Carles
Vives Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y
rubricados.

25702 Sala Segunda. Sentencia 160/1995, de 6 de
noviembre -de . 1995.. Recurso de amparo
1.846/1993. Contra Sentencia del Juzgado
de lo Social núm. 19 de Barcelona,· dictada
en autos sobre'reclamación de cantidad. Vul­
neración del derecho a la tutela.judiCial efec­
tiva: Sentencia dictada finaudita parte". .

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente, don
Fernando Garcra-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyery don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.846/93, 'promovido
por la Procuradora de los Tribunales doña Raquel García
Moneva, en nombre y representación de la. mercantil
«Campos y Campos, S. A.», frente a la· Sentencia del
Juzgado de lo Social núm. 19 de Barcelona núm.
269/92, det3 de mayo de 1992, dictada en/Autos
núm. 65/92 sobre reclamación de cantidad. Han sido
parte el Abogado del Estado, en la representación que-

ostenta, y el Ministerio Fiscal, y Ponente el Magistrado
don Julio Diego González Campos, quien expresa el pare­
cer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 8 de
junio de 1993, doña Raquel García Moneva, Procuradora
de los' Tribunales y de la mercantil «Campos y Campos,
S. A~», interpone recurso de amparo frente a la Sentencia
del' Juzgado de lo Social ,núm. 19 de Barceloná
núm. 269/92, de 13 de mayo de 1992, dictada en Autos
núm. 65/92 sobre reclamación de cantidad.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
de amparo, brevemente expuestos, son los siguientes:

A) Con ~echa 20 de enero de "992 don Manuel
Mateu ,Muntané formuló demanda contra la ahora
recurrente en su condición de antiguo empleado de dicha
entidad, reclamando determinada cantidad correspon­
diente a salarios dejados de percibir. Dado curso a la
demanda, correspondió su conocimiento arJu-zgadQ de
lo Social núm. 19 de Barcelona, qLÍela tramitó con el
núm. 65/92. Con fecha 13 de febrero de 1992, el Juz­
gado dictó providencia emplazando alas partes a juicio.

B) La citación destinada a la entonces de'mandada
y ahora recurrente en amparo, fue remitida por correo
certificado y con acuse de recibo a determinada direc­
ción de Barcelona, por ser la consignada en la demanda
por el actor y en donde éste afirmaba que ejerció su
labor como empleaao de la demand.ada~ En fecha 24
de febrero de 1992, el sobre conteniendo la referida
providencia' y citación al acto del juicio, fue devuelto
al Juzgado, junto al acuse de recibo correspondiente, ,
con la indicact6n manuscrita de «Marchó».

C) Por diligencia de 9 de marzo siguiente, el deman­
dante en el proceso' de origen fue requerido para que,
de conocerlos, facilitase otros posibles domicilios en don-o
de llevar a cabo la citación ala entidad -demandada.
Con fecha 24 de marzo de 1992, el actor comparecía
manifestando su desconocimiento del paradero de la
demandada y para suplicar se le citase mediante .edicto
a publicar en .el «Boletín Oficiah> de la provincia, acor':
dándose así, sil1 ulterior indagación, por providencia de
'Iamisma fecha. La publicación del correspondiente edic­
to se llevó a cabo en el «Boletín Oficial de la Provincia
de Barcelona», núm. 88, de 11 de abril de 1992,fiján­
dose .Ia vista del juicio para el día 13 de mayo de 1992.

O) No habiendo comparecido la demandada y ahora
recurrente en amparo al acto de juicio, el Magistra­
do-Juez, conforme al arto 91.2 L.P.L., dictó Sentencia
núm. 269/92, de 13 de mayo de 1992, estimando ínte­
gramente la demanda, condenando a la entidad «Cam­
pos y Campos, S. A.», al pago a la actora de la cantidad
de 1.034.588 pesetas, incrementada .en un 10 por 100
anual en concepto de indemnización por de'mora. La
referida Sentencia fue notificada por edictos, publicán­
dose en el «Boletín Oficial de la Provjnda de Barcelona»
núm. 138 del día 9de junio de 1992.

E) Firme ta anterior,Sentencia, el actor en el proceso
de origen solicitó con fecha 2 de julio de 1992 su eje­
cución,remitiendo, para este fin~ el Juzgado de lo Social
núm. 1.9 la correspondiente orden con la pertinente cer­
tificación de Sentencia al Juzgado de lo Soc.ial núm. 29
--coma Juzgado encargado de la ejecución-. Es la actua­
ción de' este, Juzgado de ejecución, al proceder al embar­
go de una vivienda propiedad de la ahora demandante
de amparo -que es. puesto en su conoc.imiento por el
inquil1no de la vivienda con fecha 24.de mayo de 1993-,
la que permitirá por primera vez, al parecer, que la enton­
ces demandada- ejecutada tenga noticia del procedi­
miento seguido.
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3. Funda la recurrente su demanda en la presunta
vulneración del arto 24.1 C.E..al haber padecido indefensión
en un doble sentido: por no haber sido citada, a juicio
en forma y por no' haber sido notificada de la Sentencia
recaída. y que se pasó a ejecutar. En su opinión. el Juzgado
acudió al método de,la citación por edictos sin haber pre­
viamente procedido a los mecanismos de emplazamiento
personal previstos en el arto 57 L.P.L. Tampoco realizó el
Juzgado. según su alegato. una mínima actividad inves­
tigadorade las señas de la demandada. actividad que fácil­
m~nte hubiera rendido fruto con indagación tan sencilla
como la consulta del. Registrp Mercantil de Barcelona. don­
de constaba adecuadamente inscrito el nuevo'domicilio
social de la demandada. Añade la recurrente que si no
pudo ser localizada en el domicilio al que le fue dirigida
la citación. ello fue debido al cambio de su domicilio social,
debidamente instrumentado en escritura pública y publi­
cado. como es preceptivo. en dos periódicos de gran cir­
culación de la provincia. Alega, por último que el actor
actuó con malicia .evidente orientada a ocultar el verdadero
domicilio de la demandada. que le era conocido. Esta se
evidencia. a su parecer. en el hecho de que aportara como
documento probatorio una fotocopia de declaración del
Impuesto de Sociedades de la demandada en la que cons­
taba tanto su verdadero domicilio como el de un admi­
nistrador. como asimismo en qUQel demandante conocía
indudablemente otros domicilios. debido a sus relaciones
personales y al tra~ajo ~ue desempeñara como. jefe admi­
nistrativo de la ahora recurrente.

por todo ello suplica de este Tribunal que otorgue
el amparo solicitado. declarando la nulidad de la reso­
lución recurrida y. retrotrayendo las actuaciones al
momento anterior al del. acto de conciliación y juicio.

4. Por providencia de la Sección Tercera de 18 de
octubre de 1993, se acordó, antes de decidir sobre la
admisión a trámite de la demanda. dirigir atentacomu­
nicación al Juzgado a fin de que se r~mitiera certificación
de las actuaciones que d,jeron lugarA al presente recurso•

.actuaciones que tuvieron entrada en el Tribunal el 15 de
noviembre siguiente. La' providencia de la Sección Tercera
de 30 de diciembre de 1993 acordó admitir a trámite
la demanda e interesar del Juzgado procediera al empla­
zamiEmto' de cuantos. con excepción del, demandante de
amparo. hubieran sido parte en el procedimiento, para que
pudieran comparecer en el presente proceso constitucional.

5. ' También por providencia de 30 de diciembre de
1993, la Sección Tercera del Tribunal' acordó formar pieta
separada para la tramitación del incidente de suspensión
solicitado en escrito de 2 de noviembre anterior, sobre
la que recayó Auto de la, Sala Segunda de 31 ,de enero
de 1994. por el que se acordó acceder a la misma.

6. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro
del Tribunal el 7 de febrero de 1994. la Abogacía del
Estado solicitó se le tuviera por personado y parte en el
presente proceso. Por providencia de la Sección Tercera
de 7 de abril de, 1994, se accedió a esta solicitud Y.' a
tenor de lo dispuesto en el arto 52 LOTC. se acordó dar
vista de las actuaciones al Ministerio Fiscal y partes per­
sonadas a fin de que. en el plazo común de veinte días,
formularan*cuantas alegaciones estimasen pertinentes.

7. Por escrito registrado en este Tribunal el 6 de
mayo de 1994.la representación de la recurrente evacuó
el trámite conferido, ratificándose en su escrito inicial
y en el suplico allí expresado.

8. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro
del Tribunal el 6, de mayo de 1994" el Abogado del
Estado formuló alegaciones interesando se otorgara el

,

amparo solicitado. Tras referir la muy reiterada doctrina
del Tribunal sobre la fundamental trascendencia del
emplazamiento procesal para que resulte posible el ejer­
cicio de los derechos en el proceso. recuerda la exigencia
de una debida diligencia en tal emplazamiento. acudien­
do a edictos tan sólo cuando no conste domicilio alguno
conocido de la deman,dada. A su juicio. siendo ésta en
el presente caso una entidad mercantil, debidamente
inscrita en su Registro y en el fiscal con constancia del
nuevo domicilio. que inciuso obraba en conocimiento
del actor en el juicio laboral, la falta de emplazamiento
personal de la demandada deviene un vicio fundamental
con relevancia constitucional, lo que debe conducir al
otorgamiento d.el amparo solicitado.

9. El Fiscal'ante el Tribunal Con'stitucional, por escri­
to registrado el 9 de mayo de 1994. compareció en

.,el presente proceso interesando igualmente. el otorga­
miento del amparo solicitado. Con cita de la doctrrna
constitucional que entiende aplicable. y reproduciendo
extensamente la .STC 312/1993. fundamento jurídico
1.0

, relata los hechos tal como se deducen de las actua­
ciones remitidas. para concluir observando negligencia
en el Juzgado de origen, pues. siQ apurar las posibilidades
de citación que ofrece la Ley y sin jnvestigar nada acerca
del paradero de la delT'andada. llevó a cabo la convo­
catoria al proceso a través de un medio excepcional
que imposibilitó en la práctica el conocimiento por la
demandada de la existencia de la litis. Tal falta. de dili­
gencia. la entiende el representante del Ministerio Públi­
ca' causativa 'de indefensión. materializada en la Sen­
tencia dictada en contra de la hoy recurrente y el ulterior
embargo de sus bienes. El restablecimiento del derecho
fundamental vulnerado obligará. según el Ministerio Fis­
cal, a la' retroacción de las actuaciones al momento de
la llamada a juicio. con anulación de lo ulteriormente
actuado sin ,la presencia de la recurrente en amparo.

. 10. Por providencia de 2 de noviembre de 1995.
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 6 del mismo mes y año.

11. . Fundamentos jurídicos

1. Vuelve a plantearse en el presente recurso. como
único objeto del mismo, la cuestión de si el emplazanliento
del demandado al juicio laboral --en este caso de recla­
mación de cantidad- por medio de edictos y una vez que
fracasó una primera_citación por correo certificado. es cau­
sativo de la indefensión proscrita en el arto 24.1 C.E.. tal
y como sostienen el. recurrente. el Abogado del Estado
y el representante del Ministerio Fiscal.

2. A este respecto, sin necesidad de reiterar una
vez más en todos. sus perfiles nuestra muy abundante
jurisprudencia, e incluso limitándonos en lo posible a
la específicamente referida al proceso 'laboral, sí con­
viene reiterar. como pautas esenciales.de Ié) misma. las
siguientes: A) Ya desde un primer momento
(STC 911981), dejarnos establecido que el arto 24.1 con­
tiene un mandato implícito al legislador y al intérprete
para promover el derecho de defensa. lo que lleva a
exigir en lo posible el emplazamiento personal de los
demandados; B) La' notificac'ión edicta!, que no es en
sí misma inconstitucional, sólo resulta admisible cuando
no consta, el domicilio de quien debe ser emplazado

, o se ignore su paradero. siendo sólo posible como reme­
dio último de comunicación del órgano judicial con las
partes (SSTC312/ 1993. 51/1994. 227l1994.
303/1994 y 108/1995. por citar sólo algunas de las
más recientes); C)Estas condiciones que debe reunir
el emplazamiento por edictos, conllevan para el órgano
judicial la exigencia de ,una específica diligencia que,
supone el agotamiento de todas aquellas modalidades
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capaces de asegurar en mayor grado la recepción por
su destinatario de la notificación a realizar, y que por
ello garantizan también en mayor. medida la posibilidad
de ejercer el derecho de defensa (STC 36/1987 y
234/1988); D) Tal deber de diligencia incluye desde
luego ,el cumplimiento de las formalidades legalmente
exigidas en cada caso (STC 227/1994), pero no puede
reducirse a éste, pues la cuestión esencial estriba en
asegurar que el destinatario del acto de comunicación
efectivamente ló reciba, debiendo agotar todas las for­
mas racionalmente posibles de comunicación -personal
antes de pasar a la meramente edictal(SSTC 51/1994
Y 108/1994, entre las últimas); E) Pór último, la exi­
gible diligencia del órgano judicial no puede entenderse
tan amplia como para justificar comportamientos abso­
lutamente negligentes o contrarios a la buena fe de los
destinatarios de los actos de comunicación, de modo
que si, pese a la posible irregularidad de la notificación,
tuvieron conocimiento efectivo, temporáneo y en con­
diciones que permitieron el ejercicio del derecho de
defensa, no puede imputarse al órgano judicial infracción
alguna del derecho contenido en el arto 24.1 C.E. (SSTC
78/1993, 100/1994 y227/1994, entre otras).

En suma, el emplazamiento personal es «instrumento
ineludible por cuya efectividad debe el Juez velar, ponien­
do en la actividad de oomunicación la diligencia que
sea razonablemente exig,ible ala vista de las circuns­
tancias concurrentes en el caso, como se desprende de
la vigente Ley de Procedimiento Laboral cuyos arts. 53
y siguientes y en' especial su art.· 56, dejan a, la noti­
ficación por edictos una función excepcional, de tal suer­
te que sólo será admisible cuando una vez intentada
la ·comunicación utilizando los medios razonables no
conste el domicilio del interesado o se ignore su para~

dero» (STC 303/1994, fundamento jurídico 2.°).

3. Esta doctrina exige .una'particular atención a las
circunstancias del caso concreto, pues sólo de ellas se
podrá deducir la posible negligencia en que incurriera
el órgano judicial--.o el propio recurrente-~ incluso sin
descartar que aquéllaviniera hasta cierto punto inducida
por el comportamiento nodiligehte de la parte contraria
-pero sin que esta circunstancia pueda ser considerada
como excusa suficiente para justificar el insatisfactorio
cumplimiento del propio deber de diligencia.

Pues bien" del examen de las actuaciones remitidas,
se desprenden las siguientes circunstancias relevantes
para la solución del presente supuesto: A) La incom­
parecencia de la demandada lo fue ya al ·acto de con­
ciliación previo, celebrado el 13de anero de 1992, de
modo que es imposible determinar'si este incidente pre­
vio permitió a la actual recurrente tener conocimiento
de la reclamación ulteriormente formalizada como
demanda; no consta en las actuaciones el. domicilio en
el que se practicó la citación para tal acto de conciliación;
B) La citación despachada por correo certificado, des­
tinada al domicilio, designado por el demandante, fue
devuelta al Juzgado con la anotáción «Marchó)) (folio 8);
C) Acto seguido, y en el mismo día, se provee por el
Juzgado requerir al demandante que manifiestesi cono­
ce el actual domicilio de la demandada, a lo que se
responde afirmando desconocer cuál pueda' s-er su para­
dero y suplicando se le cite por edictos (folio 10); D) Sin
más trámite, se provee a ordenar: la citación por edictos
(folio 11), que efectivamente aparece publicado en el
«Boletín Oficial de la Provincia de Barcelona)) correspon­
diente al día 11 de abril de 1993 (folio 15); E) Entre
los documentos aportados' por el demandante como
prueba aparecen: 1.°) Un resumen ,de datos fiscalmente
declarados, a efectos del ,Impuesto de Sociedades de
la mercantil demandada en el que se declara como domi­
cilio fiscal de la" misma una dirección no coincidente
con aquella señalada por el propio demandante y en

la que se practicó la infructuosa citación por correo (folio
56); 2.°) Una relación de administradores de la deman­
dada en la que consta el domicilio particular del Secre­
tario del Consejo de Administración de la misma (folio
57); F) Asimismo consta edicto ordenando la publica­
ción de la Sentencia del Juzgado (folio 65); G) No existe
constancia en las actuaciones de que se intentara la
práctica de la citación por el medio previsto en el arto
57 L.P.L.; H) Tampoco existe constancia de que se
intentara obtener del Registro MercantH de Barcelona
certificación relativa al domicilio social de la entidad
demandada en el momento en. que debía practicarse
la Citación.

4. ·No parece, a la vista ',de estos datos.y de nuestra
clara jurisprudencia, que la resolución del caso aquí plan­
teado "plantee mayores dudas: el emplazamiento a la
demandada en el proceso de origen no fue constitu­
cionalmente correcto -ni siquiera legalmente irreprocha­
ble conforme a las reglas sentadas en los arts. 57 y 59
LP.L.-, pues se procedió a la citación edictal sin emplear
más medios previos de emplazamiento personal que una
frustrada comunicación por correo a domicilio no coin­
cidente con el social de la mercantil ahora recurrente,
ni siquiera el muy sencillo y claramente razonable de
oficiar al Registro Mercantil de la propia plaza para que

.certificara la correcta domiciliación de aquélla. De otra
parte, no existe traza alguna en las actuaciones que per­
mita colegir que la ahorademandante de amparo dispuso
de conocimiento procesal o extraprocesal ,Qel'litigio con­
tra ella planteado. En estas condiciones, el 'proceso que­
dó viciado de nulidad, desde que el defectuoso empla­
zamientoa la·demandada rmpidióel. correcto ejercicio
de su derecho de defensa, por lo que deberemos decla­
rar, consecuentemente, la retroacción de las actuaciones
al momento en que se produjo la vulneración del derecho
fundamental que ahora restablecemos. .

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE L.E CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en su virtud:

1.° Restablecer a la demandante en su derecho a
la tutela judicial efectiva sin indefensión.

2.° Declarar la, nulidad de la 'Sentencia del Juzgado
de lo Social núm. 19 de Barcelona núm. 269/92, de 13
de mayo de 1992, dictada en Autos núm:65/92, así
como de las resoluciones posteriormente dictadas en
ejecución de la mencionada Sentencia.

3.°· Retrotraer las actuaciones al 'momento procesal
oportuno para que la demandada en dichos Autos sea
correctamente emplazada y pueda comparecer en el
correspondiente juicio.

Publíquese esta Sentencia,en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a seis de novi'embre de mil nove­
cientos noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González-Regueral.~Rafael de Mendi­
zábaIAllende.-Julio Diego González Campos.-Carles
Viver Pi y Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y
rubricados.


